PROYECTO DE SOLICITUD DE INFORMES

La Honorable Cámara de Diputados de la 

Provincia de Buenos Aires

RESUELVE

Dirigirse al Poder Ejecutivo provincial a fin que a través de la Dirección General de Cultura y Educación por la dependencia u organismo que corresponde informe:

1. Número de distritos en los que se cumplió con los llamados correspondientes para la cobertura del cargo de Secretario Técnico de Consejo Escolar y se procedió a la cobertura del cargo, con enumeración de los mismos.

2. Remuneración asignada a los Secretarios Técnicos designados.

3. Remuneración establecida por la Ley de creación de dicho cargo y correspondencia entre ella y la efectivamente asignada a los designados.

4. Marco legal administrativo en el que están incluídos los Secretarios Técnicos de Consejo Escolar.

5. Régimen de licencias aplicables, de evaluaciones, y/o de cobertura del cargo en caso de vacancia temporal del mismo.

6. Toda otra información vinculada al régimen de los Secretarios Técnicos.

Fundamentos

Medios periodísticos bonaerenses se han hecho eco de problemas que se suceden acompañados de reclamos respecto al cargo de Secretario Técnico de los Consejos Escolares. Entre ellas se cuenta un informe publicado por el diario Hoy de La Plata que señala:

“No les pagan lo que dice la ley y quieren que concursen cada cinco años. Los peligros de transformarse en empleados políticos. Y las desventajas de carecer de un régimen legal. La realidad de una figura que se creó en 1995 con la reforma educativa, pero que recién se implementó hace dos años... 

Los problemas que se vienen sucediendo con los Consejos Escolares de la Provincia parecen no tener fin. Cuando aún arden las cenizas por las controvertidas provisiones de alimentos para los comedores bonaerenses, nace un nuevo foco de conflicto con los secretarios técnicos (tienen la función de controlar a los consejos escolares), quienes exigen, entre otras cosas, un régimen legal que regule su función.  

Según datos a los que pudo acceder Hoy, un secretario técnico percibe una remuneración claramente inferior a lo que se explicita en el artículo 69 de la ley 11.612, donde se deja en claro que “a los meros efectos remunerativos”, el sueldo de un secretario técnico “será equivalente al de director de Administración Central”. 

La escala de sueldos es:  Secretario técnico: $ 3.288. Director de línea: $ 4.932.  Director provincial: $ 6.459. 

Si bien la ley fue modificada, fuentes oficiales confirmaron a Hoy que rige para la nueva el “principio de irretroactividad”, por lo que aquellos que fueron designados bajo el régimen de la 11.612 deben cobrar sus haberes conforme a esta ley. O sea, un secretario técnico debiera percibir casi $ 6.500.  Su cargo se asemeja al de máxima jerarquía expuesta anteriormente por un simple motivo: en ningún inciso se especifica lo contrario. Al no estar explícito, el cargo de director de Administración Central está expresando que se refiere al máximo cargo que se puede presentar en esa administración. Por ende, el de director provincial. Ese es el argumento de los secretarios técnicos. 

Por otra parte, los tiempos políticos derivaron en que quedara pendiente establecer el régimen legal del cargo, punto más que importante para aquellos que lo están ejerciendo desde hace más de un año. En lo que concierne a la carrera administrativa del secretario técnico también sobrevuelan los reclamos, “ya que se carece de un régimen de licencias aplicable, de evaluaciones, y/o de cobertura del cargo en caso de vacancia temporal del mismo”, afirmaron fuentes oficiales a Hoy.  Asimismo, ponen énfasis en que la “vieja” ley de Educación 10.590, únicamente preveía la figura del secretario administrativo, y que nada dice sobre la figura del cargo en conflicto.  En ese contexto, estaba previsto que los que ejercen el cargo tuvieran estabilidad en el tiempo, para así no verse condicionados por los avatares políticos que se suceden en el país con la asunción de nuevas administraciones. Pero pareciera que también se estaba en desacuerdo con ese punto. 

El 5 de diciembre de 2007, una resolución modificatoria estableció que a los casi 100 secretarios técnicos que fueron elegidos el año pasado los alcance la nueva ley 13.688, que fija un lapso de cinco años para ejercer el cargo. 

Una vez cumplido el tiempo, se prevé que deban concursar nuevamente. 

Estas serie de modificaciones, la incertidumbre por no verse respaldados por un marco legal, el reclamo por el pago de sus sueldos y la inestabilidad en el puesto son los puntos fundamentales que mantienen en vilo a los secretarios técnicos de la Provincia. 

“La figura de secretario técnico fue establecida en 1995, con la reforma educativa que llevó adelante la por entonces directora general de Escuelas, Graciela Gianettassio. Sin embargo, fue recién en 2006 cuando se realizó el llamado a concurso público para cubrir el cargo, en el marco de lo que establecía la ya citada ley, que había sido instrumentado por la subsecretaría Administrativa de la dirección General de Cultura y Educación provincial. 

El gobernador Felipe Solá, abatido por las innumerables denuncias que tenían como destino los Consejos Escolares de muchos distritos provinciales, decidió que se designaran los puestos. Incluso los Consejos de Mar del Plata y Moreno estaban directamente intervenidos por denuncias de serias irregularidades en el manejo de fondos. 

De esta manera, el secretario técnico pasaba a desarrollar una tarea que consistía en ser una especie de auditor interno del organismo. La decisión gubernamental trajo aparejados varios reclamos de los consejeros. Su argumento radicaba en que no debía haber superiores inmediatos que manejaran las finanzas del cuerpo ya que ellos habían sido elegidos por el voto popular, lo que es radicalmente cierto. Lo que estaba alejado de la verdad, según una alta fuente consultada por Hoy, era que en la elección los votantes no eligieron a los consejeros para manejar los presupuestos, sino para elaborar políticas educativas para cada comuna. Así comenzaron su tarea, sin siquiera especular que traería aparejados tantos problemas.  

La aprobación de una ley, más allá de la opinión que pudieran sostener los distintos sectores políticos y la puesta en marcha de una reforma administrativa de esta naturaleza, obliga a velar porque en las actuaciones, la norma aprobada no sea desvirtuada, y con tal espíritu es que presentamos esta solicitud de informes para la cual requerimos el acompañamiento de los señores legisladores. 

